
1. En el año 2012 el personal del sector público definido en el artículo 22. Uno de la Ley 2/2012, de 
29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado, verá reducida sus retribuciones en las cuantías 
que corresponda percibir en el mes de diciembre como consecuencia de la supresión tanto de la 
paga extraordinaria como de la paga adicional de complemento específico o pagas adicionales 
equivalentes de dicho mes. 

2. Para hacer efectivo lo dispuesto en el apartado anterior, se adoptarán las siguientes medidas: 

2.1 El personal funcionario no percibirá en el mes de diciembre las cantidades a que se refiere el artículo 
22.Cinco.2 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012 en 
concepto de sueldo y trienios. 

Tampoco se percibirá las cuantías correspondientes al resto de los conceptos retributivos que integran 
tanto la paga extraordinaria como la paga adicional de complemento específico o pagas adicionales 
equivalentes del mes de diciembre, pudiendo, en este caso, acordarse por cada Administración 
competente que dicha reducción se ejecute de forma prorrateada entre las nóminas pendientes de 
percibir en el presente ejercicio a partir de la entrada en vigor de este Real Decreto-ley. 

2.2 El personal laboral no percibirá las cantidades en concepto de gratificación extraordinaria con 
ocasión de las fiestas de Navidad o paga extraordinaria o equivalente del mes de diciembre del año 
2012. Esta reducción comprenderá la de todos los conceptos retributivos que forman parte de dicha paga 
de acuerdo con los convenios colectivos que resulten de aplicación. 

La aplicación directa de esta medida se realizará en la nómina del mes de diciembre de 2012, sin 
perjuicio de que pueda alterarse la distribución definitiva de la reducción en los ámbitos 
correspondientes mediante la negociación colectiva, pudiendo, en este caso, acordarse que dicha 
reducción se ejecute de forma prorrateada entre las nóminas pendientes de percibir en el presente 
ejercicio a partir de la entrada en vigor de este Real Decreto-ley. 

La reducción retributiva establecida en el apartado 1 de este artículo será también de aplicación al 
personal laboral de alta dirección, al personal con contrato mercantil y al no acogido a convenio colectivo 
que no tenga la consideración de alto cargo. 

3. La reducción retributiva contenida en los apartados anteriores será de aplicación, asimismo, al 
personal de las fundaciones del sector público y de los consorcios participados mayoritariamente 
por las Administraciones que integran el sector público, así como al del Banco de España y 
personal directivo y resto de personal de las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social y de sus entidades y centros mancomunados. 

4. Las cantidades derivadas de la supresión de la paga extraordinaria y de las pagas adicionales de 
complemento específico o pagas adicionales equivalentes de acuerdo con lo dispuesto en este 
artículo se destinarán en ejercicios futuros a realizar aportaciones a planes de pensiones o contratos 
de seguro colectivo que incluyan la cobertura de la contingencia de jubilación, con sujeción a lo 
establecido en la Ley Orgánica 2/2012, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera y en los 
términos y con el alcance que se determine en las correspondientes leyes de presupuestos. 

5. En aquellos casos en que no se contemple expresamente en su régimen retributivo la percepción 
de pagas extraordinarias o se perciban más de dos al año se reducirá una catorceava parte de las 
retribuciones totales anuales excluidos incentivos al rendimiento. Dicha reducción se prorrateará entre 
las nóminas pendientes de percibir en el presente ejercicio a partir de la entrada en vigor de este Real 
Decreto-ley. 

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores no será de aplicación a aquellos empleados públicos 
cuyas retribuciones por jornada completa, excluidos incentivos al rendimiento, no alcancen en 
cómputo anual 1,5 veces el salario mínimo interprofesional establecido en el Real Decreto 1888/2011, 
de 30 de diciembre. 



7. El presente artículo tiene carácter básico dictándose al amparo de lo dispuesto en los artículos 
149.1.13.ª y 156.1 de la Constitución. 

 

Artículo 5. Cotización al régimen general de Seguridad Social. 

A efectos del cálculo de la base de cotización por todas las contingencias de los empleados públicos 
encuadrados en el Régimen General de la Seguridad Social cuyas retribuciones sean objeto del ajuste 
previsto en este Real Decreto-ley, en tanto permanezca su relación laboral o de servicio, seguirá siendo 
de aplicación lo dispuesto en el artículo 120. Dieciséis de la Ley 2/2012, de 29 de junio de 
Presupuestos Generales del Estado para 2012. 

Artículo 6. Aplicación del artículo 31 del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, al personal laboral del sector público. 

Durante el año 2012, se suprime para el personal laboral del sector público la percepción de la 
gratificación extraordinaria con ocasión de las fiestas de Navidad contenida en el artículo 31 del 
Estatuto de los Trabajadores, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2, apartado 2.2 de este mismo Real Decreto-ley. 

Artículo 7. Modificación del artículo 32 de la Ley 7/2007, de 12 de abril del Estatuto Básico del 
Empleado Público. 

Se añade un párrafo segundo al artículo 32 de la Ley 7/2007, de 12 de abril del Estatuto Básico del 
Empleado Público con la siguiente redacción: 

«Artículo 32. Negociación colectiva, representación y participación del personal laboral. 

(….) 

2. Se garantiza el cumplimiento de los convenios colectivos y acuerdos que afecten al personal 
laboral, salvo cuando excepcionalmente y por causa grave de interés público derivada de una 
alteración sustancial de las circunstancias económicas, los órganos de gobierno de las 
Administraciones Públicas suspendan o modifiquen el cumplimiento de Convenios Colectivos o acuerdos 
ya firmados en la medida estrictamente necesaria para salvaguardar el interés público. 

En este supuesto, las Administraciones Públicas deberán informar a las Organizaciones Sindicales de 
las causas de la suspensión o modificación.» 

(redactat fins ara:  

Artículo 32. Negociación colectiva, representación y participación del personal laboral. 

Notes: 
 
SMI: 641,40 € 
Acord de Govern de reducció del 5%:  
4 Caràcter, desplegament i vigència de les mesures 
4.1 Les mesures previstes en aquest Acord són d’aplicació a l’exercici pressupostari 2012, i 
poden ser objecte d’adequació en el cas que ho requereixin els desequilibris pressupostaris que 
es puguin produir com a conseqüència de la situació econòmica actual o bé en el cas que 
s’aprovi amb caràcter bàsic per a totes les administracions públiques una reducció de les 
retribucions del personal al servei 
del sector públic. 
 



La negociación colectiva, representación y participación de los empleados públicos con 
contrato laboral se regirá por la legislación laboral, sin perjuicio de los preceptos de este 
Capítulo que expresamente les son de aplicación). 

Artículo 8. Modificación de los artículos 48 y 50 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, de Estatuto Básico del 
Empleado Público y medidas sobre días adicionales. 

Uno. Se modifica el artículo 48 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público en los siguientes términos: 

«Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos. 

Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos: 

a) Por fallecimiento, accidente o enfermedad grave de un familiar dentro del primer grado de 
consanguinidad o afinidad, tres días hábiles cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y cinco 
días hábiles cuando sea en distinta localidad. 

Cuando se trate del fallecimiento, accidente o enfermedad grave de un familiar dentro del segundo grado 
de consanguinidad o afinidad, el permiso será de dos días hábiles cuando se produzca en la misma 
localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta localidad. 

b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día. 

c) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal, en los términos que se determine. 

d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, durante los días de su 
celebración. 

e) Para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto por las funcionarias 
embarazadas. 

f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrá derecho a una hora de ausencia del trabajo que 
podrá dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada normal en 
media hora al inicio y al final de la jornada o, en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma 
finalidad. Este derecho podrá ser ejercido indistintamente por uno u otro de los progenitores, en el caso de 
que ambos trabajen. 

Igualmente la funcionaria podrá solicitar la sustitución del tiempo de lactancia por un permiso retribuido 
que acumule en jornadas completas el tiempo correspondiente. 

Este permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto múltiple. 

g) Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a 
continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un 
máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras. 

Asimismo, tendrán derecho a reducir su jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la 
disminución proporcional de sus retribuciones. 

h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce 
años, de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que no 
desempeñe actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la 
disminución de sus retribuciones que corresponda. 



Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado directo de un familiar, hasta 
el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad, accidente o enfermedad no 
pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida. 

i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a 
solicitar una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter retribuido, por 
razones de enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes. 

Si hubiera más de un titular de este derecho por el mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta 
reducción se podrá prorratear entre los mismos, respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes. 

j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o personal 
y por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.  

k) Por asuntos particulares, tres días. 

l) Por matrimonio, quince días.» 

 

Dos. Se modifica el artículo 50 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado 
Público que queda redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos. 

Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones 
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de 
servicio durante el año fue menor. 

A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como días hábiles los sábados, sin 
perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.» 

Tres. Desde la entrada en vigor de este Real Decreto-ley, quedan suspendidos y sin efecto los 
Acuerdos, Pactos y Convenios para el personal funcionario y laboral, suscritos por las 
Administraciones Públicas y sus Organismos y Entidades, vinculados o dependientes de las mismas 
que no se ajusten a lo previsto en este artículo, en particular, en lo relativo al permiso por asuntos 
particulares, vacaciones y días adicionales a los de libre disposición o de similar naturaleza. 

Artículo 9. Prestación económica en la situación de incapacidad temporal del personal al servicio de 
las Administraciones Públicas, organismo y entidades dependientes y órganos constitucionales. 

1. La prestación económica de la situación de incapacidad temporal del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas y órganos constitucionales se regirá por lo dispuesto en este artículo. 

FINS ARA l’article 48.1 no ens era d’aplicació a Catalunya. El anterior redactat 
de l’EBEP era de mínims. 
 
INSTRUCCIÓ PER A L'APLICACIÓ DE DETERMINATS ASPECTES DE LA LLEI 
7/2007, DE 12 D’ABRIL, DE L’ESTATUT BÀSIC DE L’EMPLEAT PÚBLIC (EBEP) A 
L’ADMINISTRACIÓ DE LA GENERALITATQuart. Règim de permisos (article 48.1 
EBEP) 
Atès que l’Administració de la Generalitat de Catalunya disposa de legislació 
específica pròpia aplicable relativa al règim de permisos, cal continuar aplicant 
l’esmentada normativa en els termes establerts. 
Consegüentment, no resulta d’aplicació en aquesta matèria la regulació prevista a 
l’article 48.1 de l’EBEP. 



2. Cada Administración Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrá 
complementar las prestaciones que perciba el personal funcionario incluido en el Régimen General 
de Seguridad Social y el personal laboral a su servicio en las situaciones de incapacidad temporal, 
de acuerdo con los siguientes límites: 

1.º Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias comunes, durante los tres 
primeros días, se podrá reconocer un complemento retributivo hasta alcanzar como máximo el cincuenta 
por ciento de las retribuciones que se vengan percibiendo en el mes anterior al de causarse la incapacidad. 
Desde el día cuarto hasta el vigésimo, ambos inclusive, el complemento que se pueda sumar a la 
prestación económica reconocida por la Seguridad Social deberá ser tal que, en ningún caso, 
sumadas ambas cantidades, se supere el setenta y cinco por ciento de las retribuciones que vinieran 
correspondiendo a dicho personal en el mes anterior al de causarse la incapacidad . A partir del día 
vigésimo primero y hasta el nonagésimo, ambos inclusive, podrá reconocerse la totalidad de las 
retribuciones básicas, de la prestación por hijo a cargo, en su caso, y de las retribuciones 
complementarias. 

2.º Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias profesionales, la 
prestación reconocida por la Seguridad Social podrá ser complementada, desde el primer día, hasta 
alcanzar como máximo el cien por cien de las retribuciones que vinieran correspondiendo a dicho 
personal en el mes anterior al de causarse la incapacidad. 

3. Quienes estén adscritos a los regímenes especiales de seguridad social del mutualismo 
administrativo en situación de incapacidad temporal por contingencias comunes, percibirán el 
cincuenta por ciento de las retribuciones tanto básicas como complementarias, como de la 
prestación de hijo a cargo, en su caso, desde el primer al tercer día de la situación de incapacidad 
temporal, tomando como referencia aquellas que percibían en el mes inmediato anterior al de 
causarse la situación de incapacidad temporal. Desde el día cuarto al vigésimo día, ambos inclusive, 
percibirán el setenta y cinco por ciento de las retribuciones tanto básicas como complementarias, 
como de la prestación de hijo a cargo, en su caso. A partir del día vigésimo primero y hasta el 
nonagésimo, ambos inclusive, percibirán la totalidad de las retribuciones básicas, de la prestación 
por hijo a cargo, en su caso, y de las retribuciones complementarias. Cuando la situación de 
incapacidad temporal derive de contingencias profesionales, la retribución a percibir podrá ser 
complementada, desde el primer día, hasta alcanzar como máximo el cien por cien de las 
retribuciones que vinieran correspondiendo a dicho personal en el mes anterior al de causarse la 
incapacidad. 

A partir del día nonagésimo primero, será de aplicación el subsidio establecido en cada régimen 
especial de acuerdo con su normativa. 

4. Los integrantes de la Carrera Judicial y Fiscal, del Cuerpo de Secretarios judiciales, así como los 
Funcionarios de los Cuerpos al Servicio de la Administración de Justicia comprendidos en la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, en situación de incapacidad temporal por contingencias comunes, percibirán 
el cincuenta por ciento de las retribuciones tanto básicas como complementarias, como, en su caso, la 
prestación por hijo a cargo, en su caso, desde el primer al tercer día de la situación de incapacidad 
temporal, tomando como referencia aquellas que percibían en el mes inmediato anterior al de causarse la 
situación de incapacidad temporal. Desde el día cuarto al vigésimo día, ambos inclusive, percibirán el 
setenta y cinco por ciento de las retribuciones tanto básicas como complementarias, como de la prestación 
de hijo a cargo, en su caso. A partir del día vigésimo primero y hasta el día nonagésimo, ambos inclusive, 
percibirán la totalidad de las retribuciones básicas, de la prestación por hijo a cargo, en su caso, y de las 
retribuciones complementarias. 

Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias profesionales, la retribución a 
percibir podrá ser complementada desde el primer día, hasta alcanzar como máximo de las retribuciones 
que vinieran correspondiendo a dicho personal en el mes anterior al de causarse la incapacidad. 

A partir del día nonagésimo primero será de aplicación el subsidio establecido en el apartado 1.B) del 
artículo 20 del Real Decreto Legislativo 3/2000, de 23 de junio. 



5. Cada Administración Pública podrá determinar, respecto a su personal, los supuestos en que con 
carácter excepcional y debidamente justificados se pueda establecer un complemento hasta 
alcanzar, como máximo, el cien por cien de las retribuciones que vinieran disfrutando en cada 
momento. A estos efectos, se considerarán en todo caso debidamente justificados los supuestos de 
hospitalización e intervención quirúrgica. 

En ningún caso los funcionarios adscritos a los regímenes especiales de seguridad social gestionados 
por el mutualismo administrativo podrán percibir una cantidad inferior en situación de 
incapacidad temporal por contingencias comunes a la que corresponda a los funcionarios adscritos 
al régimen general de la seguridad social, incluidos, en su caso, los complementos que les resulten 
de aplicación a estos últimos. 

6. Las referencias a días incluidas en el presente artículo se entenderán realizadas a días naturales. 

7. Asimismo, se suspenden los Acuerdos, Pactos y Convenios vigentes que contradigan lo dispuesto 
en este artículo. 

Artículo 10. Reducción de créditos y permisos sindicales. 

1. En el ámbito de las Administraciones Públicas y organismos, entidades, universidades, 
fundaciones y sociedades dependientes de las mismas, a partir de la entrada en vigor del presente 
Real Decreto-ley, todos aquellos derechos sindicales, que bajo ese título específico o bajo cualquier 
otra denominación, se contemplen en los Acuerdos para personal funcionario y estatutario y en los 
Convenios Colectivos y Acuerdos para el personal laboral suscritos con representantes u 
organizaciones sindicales, cuyo contenido exceda de los establecidos en el Real Decreto Legislativo 
1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, y la Ley 7/2007, de 12 
de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, relativos a tiempo retribuido para realizar 
funciones sindicales y de representación, nombramiento de delegados sindicales, así como los 
relativos a dispensas totales de asistencia al trabajo y demás derechos sindicales, se ajustarán de 
forma estricta a lo establecido en dichas normas. 

A partir de la entrada en vigor del presente Real Decreto-ley dejarán, por tanto, de tener validez y 
surtir efectos, todos los Pactos, Acuerdos y Convenios Colectivos que en esta materia hayan podido 
suscribirse y que excedan de dicho contenido. 

Todo ello sin perjuicio de los acuerdos que, exclusivamente en el ámbito de las Mesas Generales de 
Negociación, puedan establecerse, en lo sucesivo, en materia de modificación en la obligación o en el 
régimen de asistencia al trabajo de los representantes sindicales a efectos de que puedan 
desarrollar racionalmente el ejercicio de sus funciones de representación y negociación o adecuado 
desarrollo de los demás derechos sindicales. 

2. Lo dispuesto en este artículo será de aplicación el 1 de octubre de 2012 

Artículo 11. Jubilación forzosa del personal funcionario incluido en el régimen general de 
Seguridad Social. 

1. Con independencia de la edad legal de jubilación forzosa establecida en el apartado 3 del artículo 67 de 
la Ley 7/2007, de 12 de abril del Estatuto Básico del Empleado Público, la edad de la jubilación forzosa 
del personal funcionario incluido en el régimen general de seguridad social será, en todo caso, la 
que prevean las normas reguladoras de dicho régimen para el acceso a la pensión de jubilación en 
su modalidad contributiva sin coeficiente reductor por razón de la edad. 

Artículo 12. Determinación de las unidades electorales en la Administración General del Estado. 

1. En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 39.4 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, en el ámbito de la Administración General del Estado se constituirán 
las siguientes Juntas de Personal, según las unidades electorales que a continuación se indica: 



a) Una por cada uno de los Departamentos ministeriales incluidos en ellos, sus Organismos Autónomos, 
Entidades gestoras y servicios comunes de la Administración de la Seguridad Social y todos los servicios 
provinciales de Madrid. 

b) Una para cada Agencia, ente público u organismo no incluido en el apartado anterior, para todos los 
servicios que tenga en la provincia de Madrid. 

c) Una en cada provincia y en las ciudades de Ceuta y de Melilla, en la Delegación o Subdelegación de 
Gobierno, en la que se incluirán los Organismos Autónomos, Agencias comprendidas en el ámbito de 
aplicación de la Ley 28/2006, de 18 de julio, las Entidades gestoras y servicios comunes de la 
Administración de la Seguridad Social y las unidades administrativas y servicios provinciales de todos los 
Departamentos Ministeriales en una misma provincia, incluidos los funcionarios civiles que presten 
servicios en la Administración militar. 

d) Una para cada ente u organismo público, no incluido en el apartado anterior, para todos los servicios 
que tenga en una misma provincia o en las ciudades de Ceuta y de Melilla. 

e) Una para los funcionarios destinados en las misiones diplomáticas en cada país, representaciones 
permanentes, oficinas consulares e instituciones y servicios de la Administración del Estado en el 
extranjero. Cuando no se alcance el censo mínimo de 50, los funcionarios votarán en los Servicios 
Centrales de los respectivos Departamentos Ministeriales. 

f) Una en cada provincia para el personal al servicio de la Administración de Justicia. 

2. En las elecciones a representantes del personal laboral constituirá un único centro de trabajo: 

a) La totalidad de las unidades o establecimientos de cada Departamento Ministerial, incluidos en ellos 
los correspondientes a sus Organismos Autónomos, entidades gestoras y servicios comunes de la 
Administración de la Seguridad Social y todos sus servicios provinciales en Madrid. 

b) La totalidad de las unidades o establecimientos en la provincia de Madrid de cada una de las Agencias 
comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley 28/2006, organismos o entes públicos no incluidos en 
la letra anterior. 

c) La totalidad de las unidades o establecimientos al servicio de las Administración General del Estado, 
sus Organismos Autónomos, Entidades gestoras, servicios comunes de la Administración de la Seguridad 
Social y Agencias comprendidas en el ámbito de aplicación de la Ley 28/2006 que radiquen en una 
misma provincia, o en la ciudades de Ceuta y de Melilla. 

d) Constituirá, igualmente un único centro de trabajo la totalidad de los establecimientos de cada ente u 
organismo público no incluido en los apartados anteriores, radicados en una misma provincia o en las 
ciudades de Ceuta y de Melilla. 

3. Lo dispuesto en este artículo producirá efectos al producirse el vencimiento de los mandatos electorales 
actualmente en vigor. 

4. En todo caso las nuevas unidades electorales entrarán en vigor a partir del 1 de marzo de 2015, fecha 
en que todos los mandatos en vigor o prorrogados se extinguirán como consecuencia de la elección de los 
nuevos órganos de representación, elección que deberá producirse en el plazo de 10 meses desde la fecha 
indicada. 

Artículo 13. Creación del Registro de órganos de representación del personal al servicio de las 
Administraciones Públicas. 

1. Las Administraciones Públicas dispondrán de un Registro de Órganos de Representación del Personal 
al servicio de las mismas y de sus organismos, agencias, universidades y entidades dependientes en el que 
serán objeto de inscripción o anotación, al menos, los actos adoptados en su ámbito que afecten a la 



creación, modificación o supresión de órganos de representación del personal funcionario, estatutario o 
laboral, la creación modificación o supresión de secciones sindicales, los miembros de dichos órganos y 
delegados sindicales. Así mismo, serán objeto de anotación los créditos horarios, sus cesiones y 
liberaciones sindicales que deriven de la aplicación de normas o pactos que afecten a la obligación o al 
régimen de asistencia al trabajo. La creación de dichos registros se ajustará la normativa vigente en 
materia de protección de datos de carácter personal. 

2. Se crea, en el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, un Registro de Órganos de 
Representación del Personal al servicio de la Administración General del Estado y de sus organismos, 
agencias, universidades y entidades dependientes. 

3. Serán objeto de inscripción o anotación en este Registro los actos adoptados en el ámbito de la 
Administración General del Estado que afecten a las materias siguientes: 

a) Creación, modificación y supresión de órganos de representación del personal funcionario, estatutario 
o laboral: Juntas de personal, Delegados de Personal, Comités de Empresa y Comités de seguridad y 
salud. 

b) Número e identidad de los miembros de los citados órganos, así como las variaciones que se produzcan 
respecto de los mismos. 

c) Creación, modificación o supresión de secciones sindicales, así como número e identidad de los 
correspondientes delegados. 

d) Cesiones de créditos horarios legal o convencionalmente establecidos que den lugar a la dispensa total 
o parcial de asistencia al trabajo. 

e) Liberaciones institucionales que deriven, en su caso, de lo dispuesto en normas, pactos o convenios y 
cualquier otra modificación en la obligación o en el régimen de asistencia al trabajo que pueda traer causa 
de lo establecido en disposiciones legales y convencionales que resulten de aplicación. 

4. Los órganos administrativos en cada caso competentes comunicarán al Registro las resoluciones que 
adopten en sus respectivos ámbitos, en relación con las materias indicadas en el apartado anterior, en el 
plazo máximo de tres días hábiles a contar desde el siguiente a su adopción. 

En el caso de los delegados sindicales y de los representantes del personal funcionario o laboral se estará, 
respectivamente, a lo dispuesto Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical y a lo 
previsto en el Estatuto de los Trabajadores, en el Estatuto Básico del Empleado Público y demás normas 
que resulten de aplicación. En los restantes casos las resoluciones adoptadas no surtirán efectos hasta la 
inscripción en el Registro. 

5. El órgano responsable del Registro podrá, motivadamente, rechazar la inscripción o anotación 
de una resolución cuando aprecie posibles vicios de legalidad en la misma, poniéndolo en 
conocimiento del órgano del que procedan a fin de que se adopten las medidas necesarias. 

6. La gestión de dicho Registro se ajustará a lo dispuesto en la normativa vigente en materia de protección 
de datos de carácter personal. 

7. Por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas se podrán adoptar, en el ámbito de sus 
competencias, cuantas órdenes, instrucciones o disposiciones sean necesarias para el desarrollo y 
aplicación de lo establecido en este precepto. 

Artículo 14. Unidades electorales, créditos horarios y derechos sindicales en relación con el personal 
laboral que presta servicios en el exterior al servicio de la Administración General del Estado y sus 
Organismos Autónomos. 



1. El establecimiento de unidades electorales que afecten al personal laboral en el exterior, se regulará por 
el Estado, dentro del ámbito de sus competencias legislativas. 

Los componentes de los órganos de representación que resultaren elegidos contarán con un crédito de 
horas mensuales retribuidas que, en ningún caso, podrá ser superior a la escala aplicable a los 
representantes del personal laboral que prestan servicios en el territorio nacional. 

La regulación de otros derechos sindicales, permisos o créditos horarios se establecerá, igualmente y en 
su caso, por el Estado, en el ámbito de sus competencias legislativas. 

2. A partir de la entrada en vigor del presente Real Decreto Ley, se establece una única circunscripción 
electoral para el conjunto del personal laboral que presta servicios en el exterior al servicio de la 
Administración General del Estado y sus Organismos Autónomos. 

3. Se dejan sin efecto cuantos pactos, acuerdos o convenios hayan podido establecer condiciones distintas 
a las reguladas en este artículo y, en concreto y en lo que se oponga al mismo, el Acuerdo de 3 de 
diciembre de 2007 de la Mesa General de Negociación de la Administración General del Estado sobre 
condiciones de trabajo para el personal laboral que presta servicios en el exterior al servicio de la 
Administración General del Estado y sus Organismos Autónomos y, en su integridad, el Acuerdo 
adoptado por dicha mesa el 9 de junio de 2011 sobre Procedimiento para la elección de órganos de 
representación del personal laboral de la Administración General del Estado en el exterior, así como 
cuantos procedimientos hubieran podido iniciarse o estuviesen en curso en ejecución del mismo. 

4. Lo dispuesto en este artículo producirá sus efectos desde el 1 de octubre de 2012. 

Artículo 15. Asignación eficiente y evaluación de efectivos en la Administración del Estado. 

En el ámbito de la Administración del Estado y los organismos y entes de derecho público dependientes o 
vinculados de la misma, el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas adoptará, en el marco del 
artículo 69.2 del Estatuto Básico del Empleado Público, las medidas y actuaciones requeridas para 
garantizar la asignación eficiente y la optimización de sus recursos humanos. Igualmente se fijarán 
sistemas objetivos que permitan evaluar el desempeño de los empleados. 

Para ello, por el citado Ministerio se analizará la distribución del personal en los distintos ámbitos de la 
Administración del Estado y se adoptarán criterios vinculantes de movilidad y asignación de puestos en 
dicho ámbito, teniendo la competencia para acordar, en su caso, los cambios de adscripción de puestos o 
redistribución de efectivos, que sean necesarios para una asignación más eficiente y adecuada de los 
recursos humanos. 

Artículo 16. Suspensión de pactos, acuerdos y convenios. 

Se suspenden y quedan sin efecto los acuerdos, pactos y convenios para el personal del sector 
público definido en el artículo 22 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos generales del 
Estado, suscritos por las Administraciones públicas y sus organismos y entidades que contengan 
cláusulas que se opongan a lo dispuesto en el presente título. 

Disposición adicional primera. Medidas en relación con los trabajadores de las empresas de 
servicios contratadas por la Administración. 

Los entes, organismos y entidades que forman parte del sector público de acuerdo con el artículo 3.1 del 
texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto legislativo 3/2011, 
de 14 de noviembre, dictarán en sus respectivos ámbitos de competencias las instrucciones pertinentes 
para la correcta ejecución de los servicios externos que hubieran contratado, de manera que quede 
clarificada la relación entre los gestores de la Administración y el personal de la empresa contratada, 
evitando, en todo caso, actos que pudieran considerarse como determinantes para el reconocimiento de 
una relación laboral, sin perjuicio de las facultades que la legislación de contratos del sector público 
reconoce al órgano de contratación en orden a la ejecución de los contratos. A tal fin lo citados entes, 
organismos y entidades dictarán antes del 31 de diciembre de 2012 las instrucciones pertinentes para 



evitar actuaciones que pudieran considerarse como determinantes para el reconocimiento de una relación 
laboral. 

En el supuesto de que en virtud de sentencia judicial los trabajadores de las empresas se 
convirtieran en personal laboral de la Administración, el salario a percibir será el que corresponda 
a su clasificación profesional de acuerdo con el convenio colectivo aplicable al personal laboral de la 
Administración, siendo necesario informe favorable de los órganos competentes para hacer cumplir 
las exigencias de las leyes presupuestarias. 

Disposición adicional segunda. Suspensiones o modificaciones de convenios colectivos, pactos y 
acuerdos que afecten al personal laboral por alteración sustancial de las circunstancias económicas. 

A los efectos de lo previsto en el artículo 32 y 38.10 del Estatuto Básico del Empleado Público se 
entenderá que concurre causa grave de interés público derivada de la alteración sustancial de las 
circunstancias económicas cuando las Administraciones Públicas deban adoptar medidas o planes 
de ajuste, de requilibrio de las cuentas públicas o de carácter económico financiero para asegurar 
la estabilidad presupuestaria o la corrección del déficit público. 

Disposición adicional tercera. Obligaciones de remisión de información en materia de personal. 

En aplicación del principio de transparencia previsto en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, las Comunidades Autónomas y Entidades locales 
remitirán al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas información relativa los gastos de 
personal, con mención a los órganos de dependencia, retribuciones, clases de personal, dotaciones o 
plantillas entre otra información. 

Por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones públicas se determinará reglamentariamente la 
forma, contenido, desglose y periodicidad en que dicha información ha de ser remitida. 

Lo dispuesto en la presente disposición adicional tiene carácter básico y se dicta al amparo de lo 
dispuesto en los artículos 149.1.13ª y 156.1 de la Constitución. 

Disposición adicional cuarta. Aplicación del Título I del presente Real Decreto-ley a los Poderes 
Públicos. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 1.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, según el cual los principios rectores establecidos en la misma 
vinculan a todos los poderes públicos y, en aplicación, en particular, del principio de transparencia 
regulado en el artículo 6 de la misma, los órganos constitucionales o estatutarios a los que no les resulten 
de aplicación directa las medidas establecidas en el presente real decreto-ley en atención a su autonomía, 
remitirán información sobre las iniciativas emprendidas, en su caso, por los mismos para el cumplimiento 
de las medidas de racionalización previstas en el Título I de este Real Decreto-ley, tanto para los 
miembros de los citados órganos como para el personal que preste sus servicios en los mismos. 

Disposición adicional quinta. Posibilidad de que los funcionarios de la Administración General del 
Estado pertenecientes a los Subgrupos A1 y A2 soliciten la reducción, a petición propia, del complemento 
específico. 

1. Los funcionarios de la Administración General del Estado pertenecientes a los Subgrupos A1 y 
A2, incluidos en el ámbito de aplicación del Real Decreto 598/1985, de 30 de abril, podrán 
solicitar ante las órganos y unidades de personal con competencias en materia de personal de los 
Departamentos, Organismos Autónomos y Entidades gestoras de la Seguridad Social en los que 
estén destinados la reducción del importe del complemento específico correspondiente al puesto 
que desempeñan al objeto de adecuarlo al porcentaje al que se refiere el artículo 16.4 de la Ley 
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las 
Administraciones Públicas. 

(Nota: art. 16.4:  



4. Asimismo, por excepción, y sin perjuicio de las limitaciones establecidas en los artículos 1.3, 11, 
12 y 13 de la presente Ley, podrá reconocerse compatibilidad para el ejercicio de actividades 
privadas al personal que desempeñe puestos de trabajo que comporten la percepción de 
complementos especificos, o concepto equiparable, cuya cuantía no supere el 30% de su retribución 
básica, excluídos los conceptos que tengan su origen en la antigüedad.) 

2. Se excluye de esta posibilidad a los funcionarios que ocupen puestos en Gabinetes de miembros del 
Gobierno y altos cargos de la Administración General del Estado, a los que desempeñen puestos que 
tengan asignado complemento de destino de nivel 30 y 29. 

Disposición adicional decimoctava. Incapacidad temporal en la Administración del Estado. 

Al personal funcionario y laboral de la Administración General del Estado y organismos y entidades de 
ellas dependientes acogidos al Régimen General de la Seguridad Social se le reconocerán los siguientes 
complementos en los supuestos de incapacidad temporal: 

1.ª Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias comunes, hasta el tercer día, se 
le reconocerá un complemento retributivo del cincuenta por ciento de las retribuciones que se vinieran 
percibiendo en el mes anterior al de causarse la incapacidad. Desde el día cuarto hasta el vigésimo, ambos 
inclusive, se reconocerá un complemento que sumado a la prestación económica reconocida por la 
Seguridad Social sea equivalente al setenta y cinco por ciento de las retribuciones que vinieran 
correspondiendo a dicho personal en el mes anterior al de causarse la incapacidad. A partir del día 
vigésimo primero, inclusive, se le reconocerá una prestación equivalente al cien por cien de las 
retribuciones que se vinieran percibiendo en el mes anterior al de causarse la incapacidad. 

La Administración del Estado determinará respecto a su personal, los supuestos en que con carácter 
excepcional y debidamente justificado el complemento alcance el cien por cien de las retribuciones que 
vinieran disfrutando en cada momento. A estos efectos, se considerarán en todo caso debidamente 
justificados los supuestos de hospitalización e intervención quirúrgica. 

2.ª Cuando la situación de incapacidad temporal derive de contingencias profesionales, la prestación 
reconocida por la Seguridad Social será complementada durante todo el periodo de duración de la misma, 
hasta el cien por cien de las retribuciones que viniera percibiendo dicho personal en el mes anterior al de 
causarse la incapacidad. 

3.ª La presente disposición surtirá efectos en los procesos de incapacidad temporal que tengan inicio 
transcurridos tres meses desde la entrada en vigor de esta norma. 

Disposición transitoria primera. 

Lo dispuesto en este Real Decreto-ley sobre vacaciones y días de asuntos particulares, días 
adicionales a los días de libre disposición o de similar naturaleza, no impedirá que el personal 
funcionario, estatutario y laboral disfrute los días correspondientes al año 2012, conforme a la 
normativa vigente hasta la entrada en vigor de este Real Decreto-ley. 

Igualmente, lo dispuesto en este Real Decreto-ley no será de aplicación a los empleados públicos 
que a su entrada en vigor, se encuentren en la situación de incapacidad temporal. 

 


